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“La norma ha de ser clara en su contenido y 

efectos para su destinatario, debiendo 

evitarse preceptos inteligibles que puedan 

generar ambigüedad en su interpretación, 

vaguedad en su contenido o contradicción 

con otras disposiciones del sistema 

normativo”.



- La seguridad jurídica desde el 

punto de vista comercial

Por lo general, el inversionista 

maneja el riesgo natural de toda 

actividad económica, pero por lo 

general rehúye el riesgo jurídico y se 

retrae cuando observa un cuadro 

de inestabilidad en las reglas de 

juego o de arbitrariedad en su 

aplicación. (SU235/16)



- La falta de seguridad jurídica en el 

campo

En el caso colombiano la Sociedad 

de Agricultores de Colombia, en 

diferentes documentos ha 

precisado que la falta de seguridad 

jurídica en el campo es una de las 

principales causas que han alejado 

la inversión nacional y extrajera en 

el país. 



Sentencia C-073 de 2018, declaró 

inexequible por indeterminación en el 

artículo 78 al afirmar que “la garantía del 

juez natural exige que las partes de 

cualquier causa judicial puedan conocer, 

previamente a  los hechos que la 

estructuran,  la jurisdicción legalmente 

prevista para el juzgamiento de la misma, la 

inexequibilidad del artículo 78 estudiado es 

la irreductible consecuencia de su propia 

redacción”, 



Además ante la inexequibilidad del artículo 78, la misma 

sentencia C-073 de 2018, en un fallo aditivo, se tomó la 

libertad de precisar cuál será el juez encargado de 

conocer de la fase judicial del DL 902, al precisar que: 

“L]os artículos 236, 237 y 238 de la Carta Política, así como 

de la jurisprudencia es claro que el juez natural para el 

control de los actos de la Administración es, 

necesariamente, el juez que pertenece a la jurisdicción de 
lo contencioso administrativo. La oportunidad para 

adelantar el control de los actos administrativos proferidos 

dentro de la fase administrativa del Procedimiento Único se 

presenta dentro de su fase judicial, lo que implica para la 

Corte que la competencia de la jurisdicción contencioso 

administrativa para conocer de estos procesos surge del 
texto de la Constitución



artículo 78 es muy clara en 

determinar que la 

inexequibilidad se deriva de 

la ausencia de disposición 

que establezca “conocer, 

previamente la jurisdicción 

legalmente prevista para el 

juzgamiento de la misma”



76 (el cual es el artículo que 

consagra la nulidad agraria), 

disposición que además si 

establece claramente que  

“opera el control judicial ante la 

jurisdicción agraria mediante la 

acción de nulidad agraria de la 

que trata el artículo 39 del 

presente decreto ley”. 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/decreto_0902_2017.html#39


Ley 153 de 1887, en su artículo 14 

precisó que “una ley derogada no 

revivirá por solas las referencias que 

á ella se hagan, ni por haber sido 

abolida la ley que la derogó. Una 

disposición derogada solo 

recobrará su fuerza en la forma en 

que aparezca reproducida en una 

ley nueva”.



C-073 de 2018 que “en 

consonancia con ello, la Corte 

Constitucional encuentra que de 

los artículos 52 y 79 del decreto 

analizado se desprende que, para 

los procesos diferentes al control de 

actos administrativos, el juez 

competente es aquel que 

corresponda según la materia del 

asunto



“ARTÍCULO 15. CLÁUSULA GENERAL O 
RESIDUAL DE COMPETENCIA. Corresponde a 

la jurisdicción ordinaria, el conocimiento de 

todo asunto que no esté atribuido 

expresamente por la ley a otra jurisdicción.

Corresponde a la jurisdicción ordinaria en su 

especialidad civil, el conocimiento de todo 

asunto que no esté atribuido expresamente 

por la ley a otra especialidad jurisdiccional 

ordinaria.

Corresponde a los jueces civiles del circuito 

todo asunto que no esté atribuido 

expresamente por la ley a otro juez civil”.



. “Artículo 149. Competencia del Consejo de 

Estado en única instancia.

El Consejo de Estado, en Sala Plena de lo 

Contencioso Administrativo, por intermedio 

de sus Secciones, Subsecciones o Salas 

especiales, con arreglo a la distribución de 

trabajo que la Sala disponga, conocerá en 

única instancia de los siguientes asuntos:

14. De todos los demás de carácter 

Contencioso Administrativo para los cuales 

no exista regla especial de competencia”



El artículo 1 del Decreto 2363 de 2015, en su artículo 

1, establece que la Agencia Nacional de Tierras, 
ANT, es una entidad del sector descentralizado de 

la Rama Ejecutiva del Orden Nacional. Por lo cual 
en concordancia con el numeral 1 y 12 del artículo 

149 del CPAC, no es descabellado que aplicando 

la teoría de la subsunción normativa alguien diga: 

“Artículo 149. Competencia del Consejo de Estado 

en única instancia
De los de nulidad de los actos administrativos 

expedidos por las autoridades del orden nacional

De los de nulidad de los actos del Instituto 
Colombiano de Desarrollo Rural, Incoder, o de la 

entidad que haga sus veces, en los casos previstos 

en la ley”.



“Artículo 149. Competencia del 

Consejo de Estado en única instancia

“9. De la nulidad con restablecimiento, 

contra los actos administrativos
expedidos por el Instituto Colombiano 

de Desarrollo Rural, Incoder, o la 

entidad que haga sus veces, que 

inicien las diligencias administrativas de 

extinción del dominio; clarificación de 

la propiedad, deslinde y recuperación 
de baldíos”.

.



“Artículo 152. Competencia de 

los tribunales administrativos en 

primera instancia. Los Tribunales 

Administrativos conocerán en 

primera instancia de los 

siguientes asuntos: 12. De la 

nulidad contra las resoluciones 

de adjudicación de baldíos”


